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Sr Director General: 

Sr. Director General: 

  

Nos dirigimos a usted para solicitar la ampliación de enseñanzas de Bachillerato y 

Formación Profesional, en su modalidad a distancia, a los Centros de Educación de 

Personas Adultas, lo que facilitaría el acceso a estas enseñanzas de gran parte del 

alumnado del Madrid rural, que tan difícil acceso tiene a las mismas. 

  

La Constitución Española, en su artº 14, establece la igualdad de todos los españoles y su 

no discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 

condición o circunstancia personal o social. La propia LOE establece la necesidad de una 

atención especial para el alumnado procedente del mundo rural, que le permita una 

formación en igualdad de condiciones que el resto del alumnado. 

  

Toda la normativa  europea incide en la importancia de la formación a lo largo de la vida y 

en la importancia de disminuir el abandono escolar temprano. La Comisión Europea ha 

hecho de la formación profesional uno de los ejes de la política común, así la 

Recomendación del Consejo de 24 de noviembre de 2020 sobre la educación y formación 

profesional para la competitividad sostenible, la equidad social y la resiliencia 2020/C 

417/01, recoge los planteamientos en esta materia. Y, de hecho, España ha firmado el 

primer Plan Estratégico de la Formación Profesional del sistema educativo. 

  

La normativa básica también incide en la necesidad de una especial atención a la 

diversidad, a la atención al ámbito rural y a la lucha contra el abandono escolar temprano y 

la importancia de la formación a lo largo de la vida. Así, el título II de la LOE sobre 

Equidad en la educación subraya que la educación pública constituye el eje vertebrador del 

sistema educativo. Con ese propósito, entre otras medidas, se insiste en la atención especial 

que las Administraciones educativas deben prestar a la escuela rural, proporcionándola los 

medios y sistemas organizativos necesarios para atender a sus necesidades, y favoreciendo 

la permanencia en el sistema educativo de los jóvenes de las zonas rurales e insulares más 

allá de la educación básica. 

  

                Y el artículo 82.3 indica que las Administraciones educativas impulsarán el 

incremento de la escolarización del alumnado de zona rural en las enseñanzas no 

obligatorias. Así mismo procurarán una oferta diversificada de estas enseñanzas, 

relacionada con las necesidades del entorno, adoptando las oportunas medidas para que 

dicha oferta proporcione una formación de calidad, especialmente con programas de 

formación profesional vinculados a las actividades y recursos del entorno, en los centros de 

educación secundaria y formación profesional de las áreas rurales. Y la propia Presidenta 



 

 

de la Comunidad de Madrid ha indicado en numerosas ocasiones su intención de avanzar 

en derechos para la población rural. 

  

                Por ello, la privación de oportunidades supone una limitación al derecho de 

ciudadanía reconocida en nuestra Constitución, así como en el Pilar Europeo de los 

derechos sociales y en la Carta Social Europea y camina en sentido contrario al progreso 

económico de una sociedad. 

  

Estas enseñanzas están concebidas de un modo flexible que permite la semipresencialidad, 

en aquellos casos que así lo estimen oportuno y les sea posible, lo que facilita el acceso a 

las mismas. 

  

Estos ciudadanos y ciudadanas, sin medios de transporte suficientes, deben dedicar  varias 

horas diarias al desplazamiento a un centro educativo en que se impartan las enseñanzas 

que desean cursar. Hablamos de alumnado mayor de 16 años. y si ello es difícil en el caso 

de Bachillerato, todavía lo es más en el caso de la Formación Profesional.  

  

El abandono del Madrid rural deja sin posibilidades de acceso a la enseñanza a miles de 

alumnos y alumnas, cuyas familias votan y tributan igual que los demás madrileños a 

Hacienda pero tienen menos servicios sociales.  

  

Consideramos que es necesario acercar la educación a los municipios más alejados de la 

Comunidad y, para ello, parece lógico utilizar los medios que ya existen: los CEPAs 

(Centros de Educación de Personas Adultas), que pueden ofrecer los espacios y 

profesionales adecuados para ello. Estos centros pueden facilitar las enseñanzas de 

Bachilllerato y Formación profesional al alumnado de los municipios cercanos, facilitando 

el acceso a los mismos.  

  

Por ello, solicitamos que se estudie esta posibilidad de cara al próximo curso, lo que 

redundará en beneficio del alumnado del Madrid rural que, a nuestro juicio, tiene los 

mismos derechos que el resto de alumnado. 

  

Reciban un cordial saludo.  

  
 

   

      Madrid, 4 de octubre de 2021 

     LA SECRETARIA DE ENSEÑANZA DE LA FEDERACIÓN DE  
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